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Juzgado Primero Administrativo Municipal


León, Guanajuato, a 26 veintiséis de noviembre del año 2020 dos mil veinte. . . . . . . . .
V I S T O para resolver el expediente número 0322/2020-1ro., que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano  (…),   en contra del DIRECTOR  GENERAL DE POLICÍA MUNICIPAL DE LEÓN,  GUANAJUATO; y por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.

PRIMERO.- El día 25 veinticinco de febrero del año 2020 dos mil veinte,  la parte actora presentó escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Admisión de la demanda y pruebas.

SEGUNDO.-  Por auto de fecha 27 veintisiete de febrero del año 2020 dos mil veinte,  a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y las prueba documental  consistente en el escrito de fecha 13 trece de febrero del año 2020 dos mil veinte, el que por su especial naturaleza se desahogó  en ese momento procesal, y la presunción legal y humana en lo que le beneficie; se requirió al Director General de Policía demandado, para que en el término de 03 tres días hábiles exhibiera copia certificada de las boletas de arresto números 82604, 86324, 87231 y 87581; además se concedió la suspensión. . . . . . . . . . . . . . . 

Contestación de la demanda y admisión de pruebas.

TERCERO.- El 13 trece de marzo del año 2020 dos mil veinte, la autoridad presentó escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y,  por auto del día 19 diecinueve siguiente,  se le tuvo contestando la demanda  en tiempo y forma legal, admitiéndosele la prueba documental admitida a la parte actora y la descrita en su contestación y, la presunción legal y humana en lo que le beneficie; asimismo, se tuvo por exhibiendo las boletas de arresto requeridas en autos; y se concedió a la actora el término de 07 siete días para ampliar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se amplia demanda.

CUARTO.-  Por auto de fecha 04 cuatro de septiembre del año 2020 dos mil veinte, se tuvo a la parte actora por no ampliando su escrito de demanda;  además se señaló fecha y hora para que tuviera verificativo el desahogo de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . 

Celebración de la audiencia de alegatos.

QUINTO.- El día 09 nueve de los corrientes, a las 12:30 doce horas con treinta minutos, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las parte; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse  actos administrativos atribuidos al Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . 

Acto impugnado.

SEGUNDO.- La parte actora impugna las boletas de arresto con número de folios 82604, 86324, 87231 y 87581; actos cuya existencia se encuentra acreditado en  autos del proceso,  con las copia certificada de las referidas boletas de arrestos que obran a fojas 23 veintitrés a la 30 treinta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia y de sobreseimiento.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo del proceso, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
El Director General de Policía demandado aduce que se actualiza la causal de improcedencia previstas en la fracción IV del citado artículo 261, dado que la boletas de arresto se emitieron  conforme a los requisitos legales, y respecto de las 82604, 86324 y 87231, la demanda se presentó fuera del plazo de 30 treinta días señalado por el artículo 263 el referido Código, así como refiere que la diversa 87581, la misma no fue  aplicada al actor, por lo que debe sobreseerse el proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador, resulta únicamente FUNDADA la causal de improcedencia respecto de la boleta de arresto 87581, pero  INFUNDADAS respeto a las 3 restantes. . . . . . . 

Se sostiene lo anterior, en tanto que del contenido de la boleta de arresto con folio  87581, confeccionada en hoja tamaño carta, y al margen superior al  centro se lee: “Dirección GeneraI  de Policía Municipal. BOLETA DE ARRESTO NO. 87581, un recuadro que al margen izquierdo, que abarca la mayoría del espacio de la hoja y dice: “TRANSITO  18614(sic) ROMERO CAMACHO MAURICIO, y luego  PRESENTE “…ARTICULO 79 FRACC. III DEL REGLAMENTO…”  SUSCRITO QUIEN ORDENA Y CALIFICA.  “…CON FUNDAMENTO EN LA LEY DEL SISTEMA DE SEGUIRDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE GUANAJUATO. EL ELEMENTO POLICIA   MUNICIPAL CITADO HA INFRINGIDO EL ARTÍCULO 44 FRACC. XVII CUMPLIR Y HACER CUMPLIR CON DILIGENCIA LAS ORDENES…”  luego dice: PRESENTE:  (espacio) “…SIRVASE A PRESENTAR EN CALIDAD DE ARRESTADO EN EL INTRERIOR DE ESTA DIRECCIÓN GENERAL DE POLICIA POR EL ORDEN DEL. SUSCRITO  “… CON FUNDAMENTO EN LA LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE GUANAJUATO…”;  al margen derecho y en tamaño inferior un recuadro que dice: “CALIFICACIÓN, DIRECTOR GRAL. DE POLICIA MUNICIPAL, un signo gráfico firma y (…)HORAS: (sin texto)…”. . . 
En efecto  como lo señala la peticionaria del sobreseimiento al haberse emitido la boleta de arresto 87581, a persona diversa de quien demanda, el mismo carece de interés jurídico para impugnarla, en tanto que con su emisión no se afecta su esfera jurídica, por lo que resulta procedente decretar el SOBRESEIMIENTO del proceso únicamente respecto a la boleta de arresto 87581, al tratarse de un requisito indispensable que al acudir a proceso se demuestra el interés jurídico de quien demanda, aspecto que no se probó por la actora en la secuela procesal respecto a la referida boleta de arresto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Referente a la actualización de   improcedencia prevista en la fracción IV del citado artículo 261, de las boletas de arresto 82604, 86324 y  87231, dado que la demanda fue presentada fuera del término que establece el artículo 263 del mencionado Código. . . . . . . . . . 

Para este Juzgador, es INFUNDADA  esa causal de improcedencia para decretar el sobreseimiento del proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Antes de proceder al estudio de la causal de improcedencia por consentimiento tácito, es menester describir el contenido de las boletas de arrestos combatidas 82604 y 86324, las cuales se encuentran confeccionadas en hoja tamaño carta, y al margen superior al  centro se lee: “BOLETA DE ARRESTO NO. __, un recuadro que al margen izquierdo, que abarca la mayoría del espacio de la hoja y dice: “POLICIA 21618 (…), y luego  PRESENTE “…ARTICULO 79 FRACC. III DEL REGLAMENTO…”  SUSCRITO QUIEN ORDENA Y CALIFICA.  “…CON FUNDAMENTO EN LA LEY DEL SISTEMA DE SEGUIRDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE GUANAJUATO. EL ELEMENTO POLICIA MUNICIPAL CITADO HA INFRINGIDO EL ARTÍCULO 44 FRACC. XVII CUMPLIR Y HACER CUMPLIR CON DILIGENCIA LAS ORDENES…”  luego dice: (las dos) POLICIA SEGUNDO (…). De Dirección General Informa que el citado elemento infractor ha contravenido el Reglamento Interior de la Dirección General de Policía municipal de León Guanajuato   en su artículo. artículo: 58 fracción XI (las dos) …  CONSISTENTE EN (descripción de la falta), (UNA RAYA)  (Diversa grafías de los que suscriben ordenan y califican). “ATENTAMENTE EL TRABAJO TODO LO VENCE” “…(una raya sin grafía) (…) (…) DIRECTOR GRAL DE POLICIA MUNICIPAL”;  al margen derecho y en tamaño inferior un recuadro que dice: “CALIFICACIÓN HORAS: (24 una) y (36 una) EL EMPLEADO SE PRESENTO ARRESTADO A LAS: (sin texto) FIRMA DEL ELEMENTO (una grafía), BECERRA ZUÑIGA LEONERDO FERNANDO luego dice: SECCION: D-1 DELEGACION CENTRO. Dirección General TURNO C; Un recuadro que abarca la extensión de los dos primeros y del que se lee: “ACLARACIÓN SI__NO__ CON FUNDAMENTOS EN: (raya)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo que hace a la diversa boleta 87231, de texto similar a la anterior con la siguientes adecuaciones: (se agrega el apartado de)  SUSCRITO  “… CON FUNDAMENTO EN LA LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE GUANAJUATO (sic) EL CIUDADANO HA INFRINGIDO  LOS (EL) ARTICULO 58, FRACCIÓN XI…”  “ATENTAMENTE UNIDOS UN LEON MEJOR” “…(una raya y una grafía) (…). 10131. POLICIA SEGUNDO DELEGACIÓN PONIENTE”;  al margen derecho y en tamaño inferior un recuadro que dice: “CALIFICACIÓN, DIRECTOR GRAL DE POLICIA MUNICIPAL, un signo gráfico firma (…) HORAS: 36 (con letra manuscrita) DÍAS: (sin texto) EL EMPLEADO SE PRESENTO ARRESTADO A LAS: (sin texto) FIRMA DEL ELEMENTO, así como es apreciable un signo gráfico firma, una raya, un nombre y luego dice: D-1 DELEGACIÓN CENTRO DIRECCIÓN GENERAL TURNO C; Un recuadro que abarca la extensión de los dos primeros y del que se lee: “ACLARACIÓN SI__ NO (un signo) CON FUNDAMENTOS EN: (sin texto)” y en la parte restante de la hoja: generado por, un nombre y fecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, de la lectura que se hace a los artículos 79, 80, 80Bis, 80TER, 81, 84, 85  y 86 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, vigente a la fecha de imposición de las medidas disciplinarias “Arresto”,  no se prevé la posibilidad que la autoridad competente fragmente o divida los actos del procedimiento para la imposición de tales  medidas; luego, al tratarse el acto controvertido de documentos públicos atentos a lo señalado por el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, hace prueba plena en este juzgador de conformidad con lo establecido en el artículo 121 del referido Código, respecto a que las “BOLETAS DE ARRESTO”,  como medida disciplinara se integra de tres actuaciones administrativas y no de un documento univoco, por lo que su estudio en la presente resolución, será conforme a lo aquí asentado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De este modo, y contrario a lo señalado por el Director General de Policía  demandado, en el presente no se actualiza el consentimiento  tácito de las boletas de arresto  82604, 86324 y  87231  controvertidas, pues si bien en la firma de quien las suscribe, es visible una leyenda que dice: “LEÓ, GTO., A ___”,  con ello no se demuestra que en la fecha asentada en esos actos administrativos de las boletas, se trate de una notificación al presunto infractor, por lo que la carga de la prueba correspondía a la solicitante del sobreseimiento,  quien en la secuela procesal no ofreció medio de prueba alguna para demostrar que las notificaciones se hubieren realizado conforme al procedimiento previsto por los artículos 37 a 45 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de aplicación supletoria atendiendo a lo señalado por el artículo 133 del referido Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
  No obsta a lo aquí precisado, que en las boletas de arresto combatidas, en una parte diversa a la imposición de la medida, se lea: “FIRMA DE ELEMENTO DE NOTIFICACIÓN DE ARRESTO  una firma y luego diga: “(…)”, dado que no se asentó ninguna fecha de suscripción de la firma  y mucho menos pueden entenderse que la fecha de emisión de tales medidas, sea la misma en que práctico la notificación al hoy  actora, por lo que subsisten en el proceso como  verdad legal su dicho de haberse sido sabedor de tales medidas disciplinarias el día 12 doce de febrero del año 2020 dos mil veinte, por lo que de esa fecha al 25 veinticinco de febrero de ese mismo año, fecha en que presentó  su demanda en la oficialía de partes común de los juzgados administrativos, ello lo fue en el plazo señalado por el artículo 263 de invocado Código, de aquí lo infundado de la causal de improcedencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Estimando que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia prevista en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Estudio de oficio de la competencia de la autoridad demandada.

CUARTO.- Previo al análisis de los conceptos de impugnación expresados por la parte actora en la demanda, este Juzgador conforme a lo establecido por el artículo 302, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de una cuestión de orden público, se procederá al estudio oficioso de la competencia de la autoridad demanda para imponer las medidas disciplinarias consistentes en arresto.  Sirve de sustento legal a lo aquí precisado la jurisprudencia por contradicción de tesis 148/2007-SS, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época. Tesis: 2a./J.218/2017. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007. Pag. 154, registro 170827, que es del tenor literal siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Estudio que por su relación con el concepto de impugnación señalado como  SEGUNDO, se analizará de manera conjunta, así quien demanda medularmente refiere que las boletas  de arresto: 82604, 86324 y  87231 no se encuentra ningún fundamento legal que le sirva de apoyo, ni tampoco se puede observar por ningún lado cual es el reglamento que aplicó al tema de sanciones, lo que constituye una violación a los artículo 14 y 16 Constitucionales y 137 del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que aparece un texto “CALIFICACIÓN”  y en el siguiente espacio dice HORA, donde viene un grafo de un número en puño y letra (sin indicar la voluntad de la autoridad competente para ello) y que ese número sea la sanción. . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, antes de proceder al estudio de los conceptos de impugnación o al análisis de oficio, es necesario describir el contenido de las boletas de arresto 82604, 86324 y  87231, los cuales quedaron  insertos en el considerando anterior, por lo que se tiene por reproducido como si a la letra se insertaran. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, antes de proceder al estudio de los conceptos de impugnación  y al análisis de oficio, es necesario describir el contenido de las boletas de arresto 82604, 86324 y  87231, los cuales quedaron  insertos en el considerando anterior, con la salvedades que se trata de dos formatos diverso así como se refieren: “HORAS 24, 36 y 36 respectivamente”, quien suscribe y ordena son diversos servidores y, son apreciables diversas firmas,  por lo que se da por reproducido en este apartado como sí a la letra se insertaran. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo anterior tenemos que en las boletas de arresto 82604 y 86324 un  servidor público acota en las mismas “SUSCRIBE, ORDENA Y CALIFICA”, así como es apreciable una firma “DIRECTOR GRAL DE POLICIA MUNICIPAL”, sin indicar el motivo de ello y mucho menos se cita precepto reglamentario o legal respecto de la razones por las que obra una firma del citado Director, ya que la misma no es factible vincularla con el apartado de calificación, ni del resto de las boletas al haberse suscrito, ordena y calificado por diverso funcionario;  por lo que, tal firma al obrar en las boletas controvertidas se entiende fue signada en ausencia total de fundamentación  y motivación, de donde en las boletas combatidas existen al menos dos servidores públicos, uno que suscribió, ordenó y califico, y del DIRECTOR GENERAL DE POLICÍA MUNICIPAL es apreciable su firma,  razones por las que las boletas dejan en estado de indefensión a quien demanda al desconocer si las mismas fueron suscritas por autoridad competente para ello. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora de los preceptos reglamentarios y leyes en que se fundaron  las medidas disciplinarias “BOLETA DE ARRESTO 82604 y 86324”,  son los artículos:   79 fracción III, del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía de León Guanajuato;   artículo 44 fracción XVII, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato; y, artículo 58 fracción XI (ambas) del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía, siendo que el primero y segundo de los artículos rezan: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Artículo 79.- El titular de la corporación, sin perjuicio de las sanciones que imponga el Consejo de Honor y Justicia por las faltas graves previstas en el Reglamento del Consejo, podrá imponer las siguientes medidas disciplinarias:

… III. Arresto.”

“Artículo 44. Con el objeto de garantizar el cumplimiento de los principios constitucionales de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública tendrán las siguientes obligaciones:

… XVII Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órdenes que reciba con motivo del desempeño de sus funciones, evitando todo acto u omisión que produzca deficiencia en su cumplimiento;”. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Respecto a la boleta de arresto 87231, en la parte final de la misma se precisa  la persona que las GENERO, sin indicar sus facultades o precepto legal para fundar motivar y calificar la boleta controvertida, aunado a que se trata de una persona  diversa a quien se acota en la misma “SUSCRIBE, ORDENA Y CALIFICA”, así como es apreciable una firma “DIRECTOR GRAL DE POLICIA MUNICIPAL”, sin indicar el motivo de ello y mucho menos se cita precepto reglamentario o legal respecto de la razones por las que obra una firma del citado Director, ya que la misma no es factible vincularla con el apartado de calificación; por lo que, tal firma al obrar en la boleta controvertida se entiende fue signada en ausencia total de fundamentación  y motivación de donde en la boleta combatida, existen al menos tres servidores públicos, uno que refiere haberla generado, otro que suscribió, ordenó y califico, y del DIRECTOR GENERAL DE POLICÍA MUNICIPAL es apreciable su firma,  aunado a que se funda en una Ley abrogada, razones por las que la boleta deja en estado de indefensión a quien demanda al desconocer si la misma fue suscrita por autoridad competente para ello. . . . 
De lo anterior tenemos que en las  “BOLETA DE ARRESTO 82604, 86324 y 87231”,  no fueron emitidas por la autoridad competente para ello, al identificarse un servidor público diverso al Director General de Policía, aunado a que  no se fundó suficientemente el  precepto reglamentario, orgánico  o legal que otorgue facultades para tal efecto, así como por la confección de los actos controvertidos descritos con antelación y que por economía procesal se tiene por reproducida en este apartado, no fue el Director demandado quien  impuso la medida, sino autoridad diversa, de  aquí que lo procedente sea decretar la  NULIDAD TOTAL de las citadas boletas, al no haberse acreditado en autos la autoridad que las emitió. . . . . . . . . 

En el orden de ideas señalado, conforme a los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la competencia  de la autoridad demandada se trata de un elemento de validez  de la boleta de arresto controvertida, siendo criterio por jurisprudencia firme del Poder Judicial Federal, que la misma debe fundarse suficientemente a efecto que  el acto de molestia administrativo se considere fundado conforme  a derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De suerte que el elemento de validez “competencia”, no es factible deducirlo, intuirlo o presumirlo, por lo que a efecto de estimarlo suficientemente fundado debe señalarse con precisión el precepto legal o reglamentario, si el mismo contiene fracción, inciso o subinciso, debe acotarse con precisión, y si trata de una disposición compleja debe transcribirse  en el acto de autoridad la parte correspondiente, a efecto de garantizar la seguridad jurídica del  gobernado respecto a las facultades suficientes y bastantes de la autoridad para  emitir el acto administrativo, el aspecto aquí tratado sentó las bases al resolver la contradicción de tesis 114/2005-SS e integrar la jurisprudencia 2a./J. 115/2005, apreciable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Septiembre de 2005, página: 310, del tenor literal siguiente: . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así como, sirve de soporte legal el criterio jurisprudencial P./J.10/94, sustentando por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Octava Época, visible en el  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  número 77, Mayo de 1994, registro: 205463. Materia(s): Común, página: 12, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.” . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Igualmente es aplicable el criterio emitido por la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en los criterios 2014, páginas 23 y 24, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“XXIII. BOLETA DE ARRESTO. EL DIRECTOR GENERAL DE LA POLICÍA MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO, ES LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA EMITIR LA. De conformidad con los artículos 5, fracción III y 79 del Reglamento Interior de la Dirección de Policía Preventiva Municipal de León, Guanajuato, es el director general de la Dirección referida quien posee la competencia para imponer a los integrantes de la corporación que incurran en faltas graves de las previstas en el Reglamento del Consejo, las medidas disciplinarias, entre ellas el arresto. Por tanto, si la calificación es ordenada por algún otro integrante de la corporación, inclusive por el “Director de Policía Municipal”, tales servidores públicos, al no contar con las atribuciones para tal efecto, tornan ilegal el acto de “calificación” al actualizarse la hipótesis de nulidad prevista en el artículo 302, fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. (Expediente 842/4ª Sala/14. Actor: **********. Sentencia de 19 diecinueve de septiembre de 2014 dos mil catorce).” . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por otra parte, asiste la razón a quien demanda, respecto que en el apartado de “CALIFICACIÓN”, de las boletas  82604, 86324 y 87231 después de la de “HORAS:”, es apreciable una grafía con letra diversa al respecto de los tres apartados de las boletas señaladas con antelación, esto es, las horas de arresto se encuentran con letra manuscrita, la cual resulta distinta a la demás letra utilizada en la boleta de arresto y la cual se encuentra preimpresa. Por tanto, el formato con espacios en blanco y llenados con bolígrafo o letra diversa, tal circunstancia forja convicción en este Juzgador  que no fue la autoridad competente  quien determinó el arresto en la boleta controvertida. Presunción humana que merece valor probatorio de acuerdo a lo establecido por el artículo 130, párrafo segundo, del Código de Procedimientos y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que en autos no obra prueba alguna que demuestre que  las horas de arresto escrita con letra manuscrita en las boletas de arresto, fue llenada por el Director General de Policía Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
A lo anterior, sirva de sustento por analogía, el criterio sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  tesis: 2a./J.44/2001, Novena Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Octubre de 2001, página 369, registro: 188560, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En mérito de lo expresado, las boletas de arresto impugnadas son contrarias a derecho al transgredir en perjuicio de la parte actora los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata su esfera jurídica; por tal motivo, en la especie, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción I, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Por lo tanto, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, lo procedente es declarar la NULIDAD TOTAL de las boletas de arrestos 82604, 86324 y 87231. 

Por consiguiente, la declaración de nulidad total del acto impugnado, produce como consecuencia que al actor ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los hechos indicados en la boleta de arresto, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento jurídico para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Asimismo, la parte actora en el apartado de pretensiones de su escrito de demanda, solicita el reconocimiento del derecho amparado en el artículo 123, Apartado B,  fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Pretensión que es INFUNDADA,  en razón que en autos no está  acreditado que con motivo del acto controvertido, quien demandada hubiese dejado de percibir las prestaciones que recibe con motivo del desempeño de sus funciones; amen, de que tampoco en este proceso se resolvió respecto a una separación, baja, cese o cualquier forma de terminación del servicio que presta el impetrante como policía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Estudio innecesario de los demás conceptos de impugnación.

QUINTO.- Que el estudio de oficio de la competencia de la autoridad demandada analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación hechos valer en el escrito de demanda, toda vez que de proceder éste en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador en sostenido en la tesis que a la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32.  . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298, 299, 300 fracciones II, y 302 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEGUNDO.- Resultó FUNDADA la causal de improcedencia hecha valer por la autoridad demanda, para decretar SOBRESEIMIENTO   del proceso administrativo únicamente en cuanto hace a la boleta de arresto número 87581, acorde a lo vertido en el tercer considerando  de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de las boletas de arresto con números de folios 82604, 86324 y 87231; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CUARTO.- No se reconoce el derecho amparado en la fracción XIII, aparatado B, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por las razones expresadas en la parte final del cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos,  el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
